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ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
17 DE JUNIO DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del diecisiete de junio de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.
---
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con cuatro proyectos de resolución, correspondientes a tres juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos y un juicio especial laboral. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor y autoridad responsable, fueron debidamente precisados en el aviso que oportunamente se publicó en los estrados de este Órgano Jurisdiccional. Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.---------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Moisés Vergara Trejo, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-029/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.---------------------------------------
LICENCIADO MOISÉS VERGARA TREJO. Con su venia señor Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en la fracción IV, del artículo 199 del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio ciudadano número 29 de este año, promovido por Filiberto Inclán Ibarra en su carácter de candidato a Coordinador Territorial del pueblo de San Lucas Xochimanca de la demarcación territorial Xochimilco, en contra de la resolución dictada el doce de abril del año en curso por el Director General Jurídico y de Gobierno de dicha demarcación, recaída al recurso de inconformidad con número de expediente DGJG/CC/RI/19/2010. Del estudio del escrito de demanda, del análisis de la resolución impugnada y en suplencia total de la queja, por tratarse de un asunto relacionado con un pueblo originario, en el proyecto de cuenta se razona, que este Tribunal advierte que lo que realmente afecta al justiciable, es el contenido del considerando QUINTO y del resolutivo PRIMERO de la resolución impugnada. Lo anterior, porque la autoridad responsable determinó desechar indebidamente el recurso de inconformidad, por considerar que el actor carecía de personalidad e interés jurídico, de conformidad con el artículo 34 del Reglamento Interno de la Consulta Ciudadana para la designación de Coordinadores Territoriales; es decir, las causales de desechamiento aducidas por la responsable, fueron en el sentido de que el actor carecía de personalidad e interés jurídico para interponer algún medio de defensa, ya que el referido artículo 34 del Reglamento de mérito, señala que las impugnaciones debían ser presentadas a través de los representantes legales de los candidatos. En ese sentido, en la propuesta sometida a su consideración, se estima que no le asiste la razón a la autoridad responsable y, por tanto, resulta fundado el agravio advertido, tomando en cuenta que el actor acreditó su calidad de candidato al cargo de Coordinador Territorial del pueblo de San Lucas Xochimanca de la demarcación territorial Xochimilco, por lo que detenta la titularidad de los derechos que fueron vulnerados en el proceso electivo. En otras palabras, el acto de autoridad repercute en su esfera jurídica de derechos, por lo que, si puede actuar a través de un representante, por mayoría de razón puede hacerlo por sí mismo. En ese sentido, tratándose de la legitimación para actuar en un medio de defensa, en el proyecto de cuenta se establece que el elemento a considerar, es la titularidad de los derechos sustantivos que se considera violados, por lo que si la autoridad responsable hubiera hecho una correcta interpretación del artículo 34 del Reglamento Interno aludido, hubiera llegado a la conclusión de que los candidatos que contendieron en el proceso electivo, pueden comparecer a juicio por sí mismos, o bien, por conducto de sus representantes, ya que su comparecencia es para efectos de la defensa de derechos subjetivos y, que por ende, cuentan con interés jurídico. Por lo tanto, al resultar fundado el agravio advertido, se propone revocar la resolución impugnada y, en consecuencia, ordenar a la autoridad responsable que con plenitud de atribuciones, de no encontrar causa de improcedencia alguna, distinta a las desestimadas en el proyecto, se estudien los agravios planteados en los escritos de treinta y uno de marzo y dos de abril de dos mil diez, del recurso de inconformidad del ciudadano Filiberto Inclán Ibarra en contra del proceso de selección del Coordinador Territorial del pueblo de San Lucas Xochimanca de la multicitada demarcación territorial Xochimilco, debiendo emitir la resolución que en derecho proceda, en un plazo máximo de cinco días hábiles. Es la cuenta señores Magistrados.--------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda. ----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.


MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO.- Se SOBRESEE en el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, por cuanto hace al Jefe Delegacional y al Director Ejecutivo de Participación Ciudadana, ambos de la demarcación territorial Xochimilco, en términos de lo expresado en el Considerando SEGUNDO de la presente sentencia.---

SEGUNDO.- Se REVOCA la resolución de doce de abril del año en curso, emitida por el Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, en el expediente DGJG/CC/RI/19/2010, en términos de lo razonado en el Considerando CUARTO de este fallo.----------------------------------------------------------------

TERCERO.- Se ORDENA al Director General Jurídico y de Gobierno de la demarcación territorial Xochimilco, emitir resolución en el medio de defensa hecho valer por el actor, mediante escritos de treinta y uno de marzo, y dos de abril de dos mil diez, en un plazo máximo de CINCO DÍAS HÁBILES y, una vez hecho lo anterior, informar a este Tribunal Electoral local dentro de los tres días hábiles siguientes a que ocurra.-----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado David Franco Sánchez, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-033/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------
LICENCIADO DAVID FRANCO SÁNCHEZ. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en el artículo 199, fracción IV del Código electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, número 33 del año 2010, promovido por Juan Jiménez Mendoza, en contra de la resolución emitida el ocho de abril del mismo año, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, dentro del recurso de inconformidad respectivo. Tras precisarse que no se actualiza causa de improcedencia alguna, se procedió al asunto de fondo, tomando en cuenta que el actor se queja sustancialmente de la indebida fundamentación de la determinación relativa a desechar la inspección de los paquetes de opinión, utilizados en el proceso electivo para designar al Coordinador Territorial del pueblo de Santiago Tulyehualco de la demarcación territorial Xochimilco. Para determinar si la responsable incurrió en la indebida fundamentación, se tiene en cuenta el marco normativo que regula el recurso de inconformidad en el que aconteció el desechamiento reclamado, tales como la Convocatoria para la elección citada y su Reglamento. Sin embargo, tal normatividad no establece reglas concretas en materia probatoria, sino que prevé la aplicación supleatoria de diversas legislaciones, en primer orden, el Código Electoral del Distrito Federal, así como las demás leyes aplicables en la materia; por lo que la tratarse de un proceso electivo, y remitir al Código Electoral local que regula esa parte sustantiva, acorde con los principios de congruencia y especialidad, se considera que en lo instrumental, resulta aplicable el ordenamiento legal también secundario, que regula la materia en el mismo ámbito territorial, como es la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. Ahora bien, con relación a la prueba desechada, la ley instrumental precitada reconoce a la inspección dentro de las pruebas que pueden ofrecerse en los medios impugnación que regula, y señala algunas reglas para su desahogo y valoración. No obstante, omite establecer la forma y exigencias que deben satisfacerse para su ofrecimiento y admisión, por lo que desde la perspectiva del Magistrado Ponente, tiene que acudirse a la interpretación o integración de las normas que se requieran para complementar y hacer operativas las figuras procesales previstas en la ley electoral dada su particular naturaleza, ello con fundamento en los artículos 14, párrafo IV de la Constitución Federal, en relación con el 4 de la Ley Procesal citada. En ese tenor, se sostiene que la autoridad responsable, como un órgano de naturaleza equivalente a la jurisdiccional, cuenta con facultades para ordenar la práctica de inspecciones, dado que las partes que actúan en un procedimiento seguido en forma de juicio de carácter electoral, tienen derecho a ofrecer también como pruebas, dentro de los plazos previstos legalmente, las de inspección judicial y el reconocimiento, siendo atribución del órgano encargado de la sustanciación del respectivo medio de impugnación, proveer sobre su admisión y ordenar su desahogo, siempre y cuando se desprenda de autos que la violación reclamada lo amerita; los plazos permiten su desahogo y se estimen determinantes para que con su perfeccionamiento se pueda modificar, revocar o anular el acto o resolución impugnado. Por todo ello, se colige en el proyecto, que asiste la razón al impugnante, en cuanto a que se aprecia una indebida fundamentación de la decisión reclamada, dado que los artículos 291 y 297 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en que la resolutora sustentó el desechamiento de la prueba señalada, no resultan aplicables ni aún de manera supleatoria, para proveer sobre la admisión de la prueba de inspección que ofrecieron el entonces recurrente en la instancia previa. Lo que se estima, demuestra la violación procesal aducida por el impetrante, por lo que se propone revocar la resolución definitiva impugnada a efecto de que la responsable reponga el procedimiento del recurso de inconformidad, a partir de la audiencia de pruebas y alegatos, en la que la responsable desechó la prueba de inspección ofrecida por el recurrente; para lo cual, el Director General Jurídico y de Gobierno, en su calidad de autoridad instructora, inmediatamente deberá fijar fecha y hora para celebrar nuevamente ese acto procesal, el cual deberá tener lugar en un lapso máximo de cinco días hábiles, a partir de la notificación de la sentencia, que en su caso, se dicte, debiendo citar a la audiencia mediante notificación personal a todas las partes. Una vez hecho lo anterior, la responsable deberá proveer, de manera fundada y motivada, nuevamente sobre la admisión de tal medio de convicción, con base en el marco normativo que de acuerdo a lo razonado en el proyecto de cuenta resulta ser el aplicable, y deberá tomar en cuenta la totalidad de hechos y agravios con los que se relaciona el ofrecimiento de la prueba en comento, siendo que el resultado de tal decisión procesal será considerada en la nueva resolución definitiva que a la brevedad dicte la responsable respecto de todos los puntos con que guarde vinculación, debiendo informar de su cumplimiento al Tribunal Electoral dentro de las veinticuatro horas siguientes a que ello ocurra. Es la cuenta, señores Magistrados.-------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Muchas gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con el proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

ÚNICO. Se revoca la resolución emitida el ocho de abril de dos mil diez, por el Director General Jurídico y de Gobierno de la Delegación Xochimilco, dentro del recurso de inconformidad número de expediente DGJG/CC/RI/01/2010, para los efectos precisados en el considerando Cuarto de la presente sentencia.--------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito a la licenciada María del Carmen Córdova Jaimes, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLI-007/2010, que la Ponencia a mi cargo, somete a consideración de este Órgano Colegiado.-----------------

LICENCIADA MARÍA DEL CARMEN CÓRDOVA JAIMES. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en lo dispuesto en la fracción III, del artículo 200 del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio especial laboral, identificado con el número 007 del año 2010, promovido por el ciudadano Francisco Díaz Rodríguez, quien reclama del Instituto Electoral del Distrito Federal, el pago de treinta días de salario por concepto de bono de carga de trabajo, los intereses legales que se generen, y en pago de gastos y costas en el presente juicio. En el proyecto que se somete a su consideración, después de sostener la competencia para conocer del asunto, se precisa el marco jurídico aplicable y se determina su procedencia. Enseguida, se propone que las excepciones hechas valer por la demandada, consistentes en la falta de acción y derecho, y la de pago, se analicen al estudiar el fondo del asunto, dada su estrecha vinculación con la controversia planteada; en tanto que la excepción de prescripción de la acción, se propone declararla improcedente, toda vez que el actor presentó su escrito de demanda ante este Órgano Jurisdiccional el dos de marzo de dos mil diez, y la fecha límite para ello, según el cómputo realizado, correspondía al ocho de marzo del año en curso. Así las cosas, de las constancias de autos se colige que la litis planteada en el asunto de cuenta, se constriñe a dilucidar sobre la procedencia o no del pago de la compensación por concepto de carga laboral que reclama el actor, así como el interés legal generado y los gastos y costas del juicio; o si por el contrario, como lo manifiesta el demandado, dicha compensación y demás prestaciones no le corresponden al actor. De este modo, en el proyecto se procede al estudio individual de cada una de las prestaciones que reclama el actor, con base en el examen y valoración de las probanzas ofrecidas y aportadas por las partes. Por cuanto hace a la prestación consistente en el pago de la compensación por concepto de carga laboral, de las documentales del sumario, se advierte que mediante Acuerdo del Consejo General del Instituto demandado, identificado con la clave ACU-012/09, se aprobó el ajuste al Presupuesto de Egresos de dicho Instituto para el ejercicio fiscal de dos mil nueve, así como las modificaciones al Programa Operativo Anual del mismo año, para efectos de otorgar la suficiencia presupuestaria a las partidas y proyectos que se especifican en el mismo, entre los cuales, se encuentra el pago de salarios y compensaciones derivados del pasado proceso electoral. Asimismo, en dicho Acuerdo se facultó expresamente al Secretario Administrativo del Instituto Electoral, para que realizara cualquier acción que fuera necesaria a efecto de operar y ejercer el presupuesto aprobado. Con base en lo anterior, mediante oficios identificados con las claves IEDF/SA/912/09 e IEDF/SA/DP/068009, suscritos por el Secretario Administrativo y la Directora de Personal del Instituto Electoral del Distrito Federal, respectivamente, se establecieron los criterios y presupuestos para cubrir la compensación por concepto de la carga laboral antes referida, siendo lo que interesa al caso, el pago de treinta días de salario neto para el personal de estructura, y brutos para los prestadores de servicios contratados por honorarios asimilados a salarios ordinarios, adscritos a las representaciones de los partidos políticos, que se encontraran activos al veintiocho de febrero de dos mil nueve; además, de que hubieran sido dados de alta como mínimo a partir del dieciséis de enero del mismo año. De lo anterior se sigue, que la compensación de marras, reviste el carácter de prestación extralegal, dado que en las diversas normas que rigen al Instituto Electoral del Distrito Federal, no se encuentra como derecho de las personas contratadas bajo el régimen de honorarios asimilados a salarios, el pago de dicha prestación. En ese sentido, el Instituto demandado, en ejercicio de su autonomía y atribuciones, determinó que el pago de la prestación reclamada por el actor, estaba sujeta a las tres condiciones siguientes: a) Que existiera suficiencia presupuestal para realizar el pago de la prestación; b) Que los trabajadores y prestadores de servicios a los que se les otorgara la prestación, se encontraran activos al veintiocho de febrero de dos mil nueve y, c) Que el personal beneficiado estuviera incluido en la estructura orgánica del Instituto, o fueran prestadores de servicios contratados por honorarios asimilados a salarios ordinarios, y que brindaran su apoyo a las representaciones de los partidos políticos. Así, en el proyecto se razona sobre las tres condiciones aludidas a la luz de las probanzas del sumario y se concluye que, el hoy actor no acreditó, que como prestador de servicios contratado por honorarios asimilados a salarios, brindara su apoyo a las representaciones de los partidos políticos. En razón de lo anterior, en el proyecto se propone declarar procedente la excepción de falta de acción y de derecho opuesta por la parte demandada y absolver al Instituto Electoral del Distrito Federal del pago de las prestaciones reclamadas. Es la cuenta, señores Magistrados.------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciada. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Con la propuesta.--------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente y Ponente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----

MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. El actor FRANCISCO DÍAZ RODRÍGUEZ no acreditó los extremos de la acción intentada y el Instituto Electoral del Distrito Federal justificó sus excepciones.-------------------------------------------------

SEGUNDO. En consecuencia, se ABSUELVE al Instituto Electoral del Distrito Federal de las prestaciones que le fueron reclamadas por el actor en su escrito de demanda, conforme a lo expuesto en los considerandos SEXTO y SÉPTIMO de esta resolución.---------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Le solicito al Secretario General, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-036/2010, que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, somete a consideración de este Órgano Colegiado, en virtud del sentido del fallo que se propone.--------------------------------------

SECRETARIO GENERAL. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos aludido por Usted señor Magistrado Presidente, que fue el incoado por el ciudadano César Augusto Reyes Ortega, en contra de la resolución emitida el cuatro de mayo del año en curso, por la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional, en el recurso de apelación identificado con el número CNJP-RA-DF-027/2010. En el juicio de cuenta, se actualiza en principio, la causa de improcedencia prevista en el artículo 23, fracción X, en relación con el 21, fracción VIII de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, relativa a que toda demanda debe contener, entre otros, el requisito del nombre, firma autógrafa o huella digital del promovente; siendo el caso que el escrito de demanda presentado por el hoy actor el diecinueve de mayo del año que transcurre, carece de firma autógrafa o huella digital; es decir, aquella puesta de puño y letra de persona alguna, sino que se trata de copia fotostática de una firma; por tanto, no se sustenta la voluntad del compareciente para instar a través del juicio que nos ocupa, la actividad jurisdiccional de este Tribunal; razón por la cual, se propone su desechamiento de plano. A mayor abundamiento, este Órgano Jurisdiccional advierte además, que en la especie también se actualiza la causa de improcedencia establecida en la fracción II, del artículo 23 de la citada Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal; consistente en que el medio de impugnación en estudio se presentó fuera de los plazos establecidos en el artículo 16 de la citada ley adjetiva electoral local, haciéndose indubitable la extemporaneidad del juicio electoral de mérito. Se afirma lo anterior, porque de las constancias que integran el expediente de cuenta, se evidencia que la resolución combatida mediante la promoción del presente juicio, le fue notificada al actor el cinco de mayo de dos mil diez; por tanto, los ocho días para la presentación del medio impugnativo transcurrieron del seis al diecisiete del mismo mes y año; tomando en cuenta que los días ocho y nueve fueron inhábiles para el cómputo del mismo, al haber sido sábado y domingo, dado que el acto reclamado no está relacionado con algún proceso electoral. En consecuencia, al recibirse el escrito inicial de demanda ante la autoridad responsable el diecinueve de mayo del presente año, resulta evidente la extemporaneidad aludida y, por ende, la actualización de la causa de improcedencia antes invocada. Es la cuenta señor Presidente, señores Magistrados.-----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado. Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta.---------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Me permitiré tener una intervención en relación a este asunto. Estoy de acuerdo con el sentido del proyecto. En ambas causales se acredita tanto la falta de firma autógrafa como la extemporaneidad, en donde yo me voy permitir hacer un voto concurrente, porque no estoy de acuerdo con una parte del proyecto, en cuanto al trámite que se le dio al mismo. El Magistrado Instructor le dio vista al actor, porque de las constancias que estaban en el expediente, venía en copia fotostática, la rúbrica del actor; entonces, le dio una vista para que manifestara lo que a su derecho conviniera. Creo que esa vista no es procedente, porque es muy claro el artículo 21 de la Ley Procesal en cuanto a los requisitos que deberá cumplir la demanda, en la fracción VIII, dice que: “…Hacer constar el nombre y la firma autógrafa o huella digital del promovente.” y en el artículo 23, “Los medios de impugnación previstos en este ordenamiento serán improcedentes, y por tanto, se decretará el desechamiento de plano de la demanda en los siguientes casos: …fracción II. Se presenten fuera de los plazos señalados en esta Ley…”. Hipótesis que se acredita en este caso y, cuando se omita el requisito señalado en la fracción VIII, del artículo 21 de la presente ley, que es precisamente que no se haga constar el nombre y la firma autógrafa o huella digital del promoverte. Ya en la instrucción, dice el artículo 54, fracción II “…El Magistrado instructor revisará de oficio si el medio de impugnación reúne los requisitos generales y especiales de procedencia establecidos en este ordenamiento…”, entonces, es una omisión no subsanable la falta de nombre y firma autógrafa. Desde mi punto de vista, no se debió haber dado ese Acuerdo y esa vista al actor, porque nos mete en un dilema. Esa vista para que manifieste lo que a su derecho convenga ¿Que significa? Que si él nos dice que si la mandó firmada, o si él afirma que la entregó firmada, le vamos a dar validez a su dicho, o no. Máxime en este caso, que en el informe circunstanciado se afirma que venía en copia fotostática la firma del promovente. Aquí tengo copia del Acuerdo en donde se requiere, se dice: “…con copia simple del informe circunstanciado, dése vista al actor por el término de tres días hábiles, contados a partir de la legal notificación del presente Acuerdo, a fin de que manifieste lo que a su interés convenga, apercibido de que no hacerlo así, se tendrá por precluido su derecho y resolverá con los elementos que obren en autos”. Él, obviamente si contesta el requerimiento, y me voy a permitir leer la parte correspondiente a su contestación a relación a este punto, dice: “…me permito dar cumplimiento al Acuerdo sexto del proveído de fecha uno de junio de dos mil diez que son infundadas las manifestaciones del licenciado Homero Díaz Rodríguez, Presidente de la Comisión de Justicia del Partido Revolucionario Institucional, ya que presenté original de mi demanda de fecha diecinueve de mayo de la presente anualidad, tal y como lo acredito con el acuse de recibo original y firma autógrafa de la ciudadana Maribel García J., en el que nunca señala que presenté copia fotostática de la demanda y por ende copia de mi firma autógrafa, en donde ninguna parte consta que fueron recibidas copias fotostáticas, mucho menos de mi firma autógrafa, por lo que en este acto informo a este honorable Tribunal Electoral del Distrito Federal lo siguiente…”. También nos permitimos en la Ponencia, independientemente del asunto concreto, ver si había algunos precedentes en la Sala Superior en relación a que se haya dado vista al actor por la falta de firma autógrafa. Lo que encontramos es una hipótesis diferente; hubo dos asuntos del Magistrado Ponente Flavio Galván Rivera, en donde el problema fue que de la documentación que le llegó a la Sala Superior, no existía la última hoja de la demanda; entonces, se le requirió a la autoridad responsable para que manifestara en relación a esta omisión, porque - hasta donde vimos también - en el informe circunstanciado no se dio ninguna manifestación. Después, se le dio vista a la parte actora. Ahí, primero habría un equilibrio procesal, tanto de la autoridad responsable como al actor, pero lo que yo desprendo de estos asuntos que vimos, es que la omisión podría haber originado por la autoridad responsable, no en el actor. Entonces, por estas razones comparto el proyecto; comparto que por falta de firma autógrafa se debe desechar este asunto; comparto que es extemporáneo; pero no comparto los motivos en esta parte del proyecto, por lo tanto haré un voto concurrente.-------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Darío Velasco tiene el uso de la palabra.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio, compañeros Magistrados. He escuchado con bastante atención los comentarios del Magistrado Riva Palacio en cuanto a que no comparte el Acuerdo que se emite en la propuesta que ofrezco a este Pleno, con relación al trámite que se dio vista, que desde su punto de vista es improcedente con relación a que en el informe circunstanciado se decía, que el documento o la demanda presentada por el actor de este asunto, carecía de la firma autógrafa. Hace referencia también en cuanto a que los antecedentes jurisprudenciales que son hipótesis que desde luego, a mi juicio considero que son criterios interpretativos; también se menciona que ante este caso, estaría en un dilema si se daba trámite a la vista o no. De tal suerte que, con todo respeto, discrepo de sus comentarios, en atención a lo siguiente. En el presente asunto, el diecinueve de mayo pasado, el actor César Augusto Reyes Ortega, presentó demanda de juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, en contra de la resolución de la Comisión Nacional de Justicia Partidaria del Partido Revolucionario Institucional; no obstante lo anterior, la citada Comisión señaló en su informe circunstanciado que la demanda presentada no contaba con firma autógrafa, lo cual no fue conocido por el actor, pues como puede advertirse con toda claridad, se trata de una aseveración realizada en forma posterior a la presentación de su demanda. Así, en atención a que se va a decidir un asunto, en el que un ciudadano alega violaciones a sus derechos políticos-electorales. Era necesario escucharlo antes de tomar la decisión que ahora someto a la consideración de este Honorable Pleno. La pregunta obligada es ¿Por qué era necesario darle vista al actor con lo señalado por el órgano partidista responsable? Por una razón que no considero menor, el principio de igualdad de las partes ante la ley, ese es el máximo referente para resolver precisamente el dilema del cual hace mención el Magistrado Riva Palacio. Este principio que tiene fundamento en la máxima auditor et alter apat y que se basa en la igualdad de todas las personas ante la ley, pilar de la organización jurídica de los estados modernos, obliga a todo juzgador a dar oportunidades de defensa a las partes. De esta manera, era necesario conocer lo que tuviera que decir el actor respecto a la afirmación del órgano partidista responsable, independientemente de los demás elementos de prueba. De no haber actuado como se hizo, se hubiera afectado la base procesal sobre la que descansa el sistema garantista, pues la resolución sólo debe dictarse tras haber escuchado a las partes sobre los puntos controvertidos, y es indudable que, determinar si la firma del actor era autógrafa o no, era un punto controvertido en este asunto. Por lo expuesto y con base en las atribuciones establecidas en el inciso c) del artículo 186 del Código Electoral del Distrito Federal, la decisión a tomar era fácil: o elegir entre seguir un procedimiento respetuoso de los principios que rigen un Estado constitucional de derecho, apegado a un modelo garantista o, de lo contrario, actuar conforme a dictámenes de un modelo autoritario y decisionista. La presente discusión pone en relieve cuál es, cuál ha sido, y cuál seguirá siendo mi postura respecto a los procedimientos que se ventilan en este Tribunal; aunque debo admitir - desde luego - que como ya lo ha señalado el Magistrado Riva Palacio, existen visiones distintas al respecto. Gracias.---------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Armando Maitret tiene el uso de la palabra.----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. Gracias Magistrado Presidente. Yo comparto el sentido de la propuesta que formula el Magistrado Velasco, y lo que ahora voy a decir, lo manifesté cuando discutimos el asunto en sesión privada, en el sentido de que advertía, que conforme con la ley era innecesario dar vista al actor. Desde mi punto de vista, si yo hubiera instruido el juicio, no lo hubiera hecho con base en las atribuciones que legalmente nos confieren el Código y la Ley Procesal; sin embargo, me parece que es un asunto importante el que pone sobre la mesa el Magistrado Presidente, en cuanto a la debida instrucción de los medios de impugnación respecto a los cuales tenemos competencia. Coincido en esa parte con las aseveraciones que se hacen, porque recordemos que son medios de impugnación diseñados legalmente, y la actuación de los Órganos Jurisdiccionales está acotada en esa parte. Comparto el sentido porque, aún cuando alguien pudiera considerar que el darle vista a un actor constituye una violación procesal; en el caso concreto, me parece que no trasciende de manera alguna al sentido de la decisión, pero, la alerta que Usted pone Magistrado Presidente, es muy importante para tomarla en consideración en la instrucción de los juicios; porque como en el caso, quizá hay un exceso al dar vista. Me parece que también habría exceso en otros ejemplos, si pretendiéramos requerir a la autoridad responsable que nos acreditara su legitimación pasiva para efectos de tener por valido un informe circunstanciado. Esto, me parece que es relevante, porque al ser un medio de impugnación, la litis se traba solamente entre la demanda y el acto que se reclama, y la demanda - como Usted bien señaló - es un documento que debe valorar como una cuestión previa el Magistrado Instructor, para ver si se reúnen los requisitos necesarios para poder configurar válidamente un proceso. Es decir, si se puede admitir y se puede instruir el asunto, o en caso contrario, proponer al Pleno en términos de ley el desechamiento de plano de la demanda. Eso es lo que quería comentar, simplemente para que quede constancia en el Acta de esta sesión. Yo, insisto, votaré con el sentido del proyecto que nos propone el Magistrado Velasco, haciendo mención o referencia en lo que ya señalé en la sesión privada, en el sentido de que como no trasciende al resultado de la decisión esta actuación procesal, no habría siquiera una necesidad de regularizar procedimiento alguno, que me llevara a formular un voto concurrente o divergente en ese sentido. Muchas gracias.----------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Alejandro Delint tiene el uso de la palabra.----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. Yo también quisiera, - si me lo permiten - expresar algunas razones por las cuales voy a votar a favor del proyecto como lo presenta el Magistrado Darío Velasco, y más allá de ello, si la intervención que ahora hago es al tenor de las intervenciones que se han tenido en este Pleno y particularmente la que hizo el Magistrado Darío Velasco. Porque, si bien comparto el proyecto en sus términos, su intervención si me generó alguna duda o algún matiz que yo quiero hacer, que se refiere a lo siguiente: A mí me parece que la interpretación garantista en un asunto procesal, tiene que referirse concretamente al cumplimiento de la ley; esto es, por garantismo no podríamos entender algo que se encuentra fuera de la ley. El proyecto, si bien se está basando en una interpretación garantista, lo hace precisamente porque cumple lo establecido en la ley, a criterio del Magistrado Instructor, del Magistrado que propone el tema. ¿Que quiero decir con esto? que si me generó una confusión - y que a lo mejor no lo entendí, pero por eso estoy interviniendo - en relación a esta parte, de señalar una interpretación garantista como algo que puede ir más allá o generar una elasticidad, de tal manera que se abarque más allá de la ley. Y también lo que no comparto - si es que lo entendí bien - es que en un asunto procesal, tenga cabida un concepto que escuché como una interpretación autoritaria. Yo nunca había escuchado ese concepto. Conozco que en materia de interpretación pudiera darse una interpretación estricta o restrictiva en relación con una interpretación amplia; pero nunca había escuchado el concepto de interpretación autoritaria en materia procesal. Y desde luego, creo que si hubiera, en este caso concreto, una divergencia de interpretaciones, pudiéramos estar ante el tenor de una interpretación garantista como se ha llamado aquí, o de una interpretación, en su caso, estricta o restrictiva, que no autoritaria. Gracias.----------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Darío Velasco tiene el uso de la palabra.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Quisiera agradecer de principio el generoso respaldo, apoyo al proyecto que presento en esta ocasión por mis compañeros Magistrados, porque así lo he escuchado. En mi convicción de juzgador, estoy investido de criterios de interpretación jurisdiccional. Y la opinión que he vertido en el proyecto que efectivamente, también en la Reunión Privada, fue amplia y suficientemente discutida, se dieron los puntos de vista, en el cual, en total apego al cumplimiento de la norma, de la ley, me parece que está sustentado el proyecto y las opiniones. La diferencia que existe en cuanto a esa interpretación, me parece bastante sana, valida, muy respetuosa; lo cual, siempre seguiré conservando y quiero señalar de manera muy clara que esos criterios de interpretación distinta, luego nos genera un debate que enriquece los proyectos que se presentan, y nos hemos dado cuenta en otros casos, no sólo en los relativos a los derechos políticos-electorales de los ciudadanos, sino también en lo laboral, en donde cuando hay oportunidad de que son recurridos aquellos asuntos, no sólo queda con la interpretación que se hace, se discute y se decide en este Pleno; sino también en la instancia revisora, en este caso, ha venido siendo la Sala Regional. Pues también ha dado cuenta y ha confirmado nuestra posición. También recordemos que en Tribunales del orden federal, en materia de trabajo, en parte, y a veces en todo, ha confirmado nuestros puntos de vista; esto lo doy como referente en virtud de que seguirá siendo mi postura. Prefiero correr ese riesgo de no sólo limitarme a lo que establece la ley, sino también, prefiero correr el riesgo de irme más allá a la ampliación garantista, que finalmente para eso estamos aquí. Yo estudié la carrera de derecho precisamente para hacer justicia, y en ese sentido me coloca en ese criterio. Agradezco nuevamente y reitero el que respalden la posición del proyecto y sin duda seguirá en este Honorable Pleno, habiendo criterios diferentes, - repito - es lo que enriquece el estudio y el aporte que se hace al derecho y a los asuntos jurisdiccionales. Muchas gracias.--------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra?----------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Yo nada más haría un comentario final, de manera respetuosa. De hecho, todos hemos hecho interpretaciones garantistas en bastantes de nuestros asuntos, con mucho respeto, diferiría nada más de la última afirmación que hizo el Magistrado Darío Velasco, en el sentido de ser garantista, ser un Tribunal de justicia. No creo que podamos extender tanto esta cuestión garantista, o como se ha dado en algunos asuntos en la Sala Superior que han dicho algunos Magistrados que son hipergarantistas y han ido contra el texto mismo de la ley – claro - la Sala Superior, aparte de tener una competencia de legalidad, también tiene una competencia de constitucionalidad. Nosotros no, nosotros sólo tenemos competencia de legalidad, por lo tanto, dentro del garantismo o de una interpretación más ortodoxa, más formal, siempre nos tendremos que quedar en la legalidad, en la ley, en lo que diga la ley. Y puede que a veces la ley no sea justa. Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra. En virtud de estar suficientemente discutido, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.----------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor del proyecto.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor del proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con el proyecto en sus términos.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. De acuerdo a los puntos resolutivos del proyecto, pero con las consideraciones que voy hacer en mi voto concurrente.------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Tomo nota de eso señor Presidente, y les informo que el proyecto de resolución ha sido aprobado por unanimidad de votos.
-----
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

ÚNICO. Se desecha de plano la demanda de juicio para la protección de los derechos políticos-electorales de los ciudadanos promovido por César Augusto Reyes Ortega, en virtud de los argumentos contenidos en el considerando SEGUNDO de la presente resolución.------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario General, le pido tome nota del voto particular concurrente que al efecto me permitiré suscribir, a fin de que sea agregado al cuerpo de la presente sentencia, como parte integrante de ésta.---------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Así se hará señor Presidente.-----------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.
--
____________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI
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